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EXCEPCIONES AL MANDAMIENTO DE PAGO Y CUMPLIMIENTO DE FALLO RAD
11001333501620180049700-DTE DARIO ARAOS PERALTA

carlos alfonso tache rodriguez <utpensionestache@gmail.com>
Vie 23/02/2024 4:27 PM
Para:​Juzgado 16 Administrativo Sección Segunda - Bogotá - Bogotá D.C. <admin16bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>​
Señor:                                                                                                                    
16 ADMINISTRATIVO DE LA SECCIÓN SEGUNDA DE BOGOTÁ
E.S.D.
 
 
REF: PROCESO ORDINARIO LABORAL CON CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA
DEMANDANTE: DARIO ARAOS PERALTA
DEMANDADO: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL U.G.P.P
RADICACIÓN: 11001333501620180049700
 
ASUNTO: EXCEPCIONES AL MANDAMIENTO DE PAGO Y CUMPLIMIENTO DE FALLO

 
Cordial saludo
 
CARLOS ALFONSO TACHE RODRIGUEZ ,  abogado en ejercicio, identificado con cédula de
ciudadanía No. 72.336.433 expedida en Barranquilla - Atlántico, portador de la Tarjeta Profesional No.
292.122 del Consejo Superior de la judicatura, muy respetuosamente actuando en calidad de
apoderado sustituto de la   UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL U.G.P.P  , de conformidad con el
poder otorgado y encontrándome dentro del término legal para ello, descorro el traslado de la demanda
de la referencia, y me permito adjuntar contestación de la misma.
 
 
Respetuosamente solicito se acuse el recibo de la presente.
 
 
Sin otro particular y agradeciendo su atención,
 
 
 
CARLOS ALFONSO TACHE RODRIGUEZ
CC. No. 72.336.4333 de Barranquilla
T.P. No. 292.122 del Consejo Superior de la Judicatura
Abogado Externo UGPP – Regional Bogotá
Adscrito a la firma UNIÓN TEMPORAL DEFENSA PENSIONES
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Señor:                                                                                                                      
16 ADMINISTRATIVO DE LA SECCIÓN SEGUNDA DE BOGOTÁ 
E.S.D. 
 
ASUNTO: CONTESTACIÓN A LA DEMANDA EJECUTIVA 
 
REF: PROCESO ORDINARIO LABORAL CON CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA 
DEMANDANTE: DARIO ARAOS PERALTA  
DEMANDADO: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y        
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL U.G.P.P 
RADICACIÓN: 11001333501620180049700 
 
 
Cordial saludo, 
 
CARLOS ALFONSO TACHE RODRIGUEZ, identificado con la cedula de ciudadanía No 
72.336.433, portador de la Tarjeta Profesional Nº 292.122 del Consejo Superior de la 
Judicatura; actuando en calidad de apoderado sustituto de la UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y        CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE 
LA PROTECCIÓN SOCIAL U.G.P.P, de conformidad con el poder otorgado, y 
encontrándome dentro del término legal para ello, concurro ante su despacho para dar 
contestación a la demanda   ejecutiva de la referencia y proponer las excepciones a que 
haya lugar contra el auto que libra mandamiento de pago, lo cual hago en los siguientes 
términos: 
 
ANTECEDENTES  
 
A través de Resolución RDP 043218 del 17 de noviembre de 2017, esta unidad dio 
cumplimiento al fallo proferido por TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN B el 25 de mayo de 2017, se Reliquida la pensión de 
JUBILACION del (a) señor(a) ARAOS PERALTA DARIO, ya identificado (a), elevando la 
cuantía de la misma a la suma de $461,626 (CUATROCIENTOS SESENTA Y UN MIL 
SEISCIENTOS VEINTISEIS PESOS M/CTE), efectiva a partir del 30 de septiembre de 
1995, con efectos fiscales a partir del 29 de abril de 2011 por prescripción trienal de 
conformidad con el fallo objeto de cumplimiento. Mediante resolución No RDP 3856 del 02 
de febrero de 2018, modificó la anterior resolución, en el sentido de indicar que el valor de 
la mesada pensional es por la suma de $ 455.041 y no el indicado en la resolución anterior. 
Que con resolución RDP 29017 del 18 de julio de 2018, resolvió un recurso de reposición 
en contra de la resolución RDP 43218 del 17 de noviembre de 2017, modificando el artículo 
noveno de dicha resolución precisando que el pago de aportes patronales estaba a cargo 
de la fiscalía general de la Nación, por el tiempo cotizado al extinto Departamento 
Administrativo de Seguridad – DAS-. la resolución RDP 41065 del 16 de octubre de 2018, 
resolvió un recurso de reposición en contra de la resolución RDP 29017 del 18 de julio de 
2018, revocando la misma y modificando la resolución RDP 3856 del 02 de febrero de 2018, 
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indicando que la entidad que debe responder por los aportes patronales es la Fiduciaria La 
Previsora y no la fiscalía general de la Nación, como se indicó objeto de reposición. 
Mediante resolución No RDP 11159 del 07 de mayo de 2020, resuelve recurso de reposición 
en contra de la resolución No RDP 41065 del 16 de octubre de 2018, confirmando la misma; 
así mismo resuelve que sobre las obligaciones determinadas en el artículo SEGUNDO de 
la Resolución No. RDP 41065 de 16 de octubre de 2018, se aplicará la supresión de los 
trámites y procedimientos de cobro establecidas en el artículo 40 del Decreto 2106 de 2019. 
 
EXCEPCIONES 
 
NO FORMULACIÓN DE PETICIÓN DE CUMPLIMIENTO A LA ENTIDAD. 

 
En el presente caso se formula esta excepción, porque la demanda ejecutiva fue 
presentada por el demandante, para que fuera seguida al proceso ordinario, sin que se 
presentara solicitud dirigida a la entidad reclamando el cumplimiento de la sentencia, es 
decir sin que se hiciera la solicitud de cumplimiento, para desplegar acciones tendientes 
por medio de las direcciones de la entidad a cumplir con la condena y evitar la existencia 
del proceso ejecutivo, por lo tanto la entidad no tuvo la oportunidad de tramitar el 
cumplimiento de la sentencia. Pues el demandante nunca lo solicito así, por ser esta entidad 
una de derecho público. 
 
En tal sentido, expresa la norma que el beneficiario deberá presentar la solicitud de pago 
correspondiente a la entidad obligada. 
Aunado a lo anterior, sea de caso advertir que se me han radicado las piezas procesales 
por petición expresa de la entidad para darle cabal cumplimiento a sendos fallos de primera 
y segunda instancia proferido dentro del proceso que nos ocupa, es así como se emite 
respuesta de radicación de piezas para cumplimiento. 
 
 
FALTA DE LO REQUISITOS FORMALES DEL TÍTULO EJECUTIVO. (Art 430 C.G.P) 

 
Por lo cual se pasa a exponer los alegatos, a fin de sustentar la causal de falta de lo 
requisitos formales del título ejecutivo, en los siguientes términos: 

 
El artículo 442 del Código General del Proceso dispone que: 

 
“Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles 
que (…), que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o tribunal de 
cualquier jurisdicción, (…).” 

 
A su turno el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en el artículo 100 
dispone sobre la procedencia de ejecuciones. Indicando que: 

 
“Será exigible ejecutivamente el cumplimiento de toda obligación originada en una 
relación de trabajo, que conste en acto o documento que provenga del deudor o de 
su causante o que emane de una decisión judicial o arbitral firme. 

 
Del mismo modo se tiene que el art 430 del Código General del Proceso consagra que: 
Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de 
reposición contra el mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia sobre 
los requisitos del título que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. En 



consecuencia, los defectos formales del título ejecutivo no podrán reconocerse o 
declararse por el juez en la sentencia o en el auto que ordene seguir adelante la 
ejecución, según fuere el caso.” 

 
Corolario de lo anterior, los motivos de impugnación para recurrir son los referidos a 
discutir la existencia del título por no reunir las exigencias de las normas anteriormente 
citadas, argumentando que la obligación no es CLARA, EXPRESA Y EXIGIBLE. Así las 
cosas, solo podrán exigirse aquellas obligaciones que sean claras, cuando además de 
ser expresa aparece determinada en el titulo; debe ser fácilmente inteligible y entenderse 
en un sólo sentido. La obligación es exigible cuando puede demandarse el cumplimiento 
de la misma por no estar pendiente de un plazo o de una condición. Por lo cual se 
proponen las siguientes excepciones de forma en contra el título. 

 
 INEXIGIBILIDAD DEL TITULO 

 
Siendo la exigibilidad del título ejecutivo uno de los requisitos que debe calificar el juez que 
conoce de la solicitud de ejecución, se hace necesario recordar que el artículo 307 del 
Código General del Proceso establece: “Cuando la Nación o una entidad territorial sea 
condenada al pago de una suma de dinero, podrá ser ejecutada pasados diez (10) meses 
desde la ejecutoria de la respectiva providencia o de la que resuelva sobre su 
complementación o aclaración.” También aplicable el artículo 299, inciso 2, del CPACA, 
establece: “Las condenas impuestas a entidades públicas consistentes en la liquidación o 
pago de una suma de dinero serán ejecutadas ante esta misma jurisdicción según las reglas 
de competencia contenidas en este código, si dentro de los diez (10) meses siguientes a la 
ejecutoria de la sentencia la entidad obligada no le ha dado cumplimiento”, Además, el 
artículo 192, inciso 2, del CPACA, establece: “Las condenas impuestas a las entidades 
públicas, consistentes en el pago o devolución de una suma de dinero, serán cumplidas en 
un plazo máximo de diez (10) meses, contados a partir de la fecha de la ejecutoria de la 
sentencia. Para tal efecto, el beneficiario deberá presentar la solicitud de pago 
correspondiente a la entidad obligada”. Dada la naturaleza jurídica de la entidad, como 
empresa industrial y comercial del Estado, la demanda ejecutiva dirigida en su contra solo 
es exigible pasados los diez (10) meses a partir de su ejecutoria, previa solicitud de pago, 
aun cuando la entidad deberá utilizar dicho término para gestionar las diligencias para dar 
cumplimiento al fallo que incorpora una obligación dineraria. Además, me permito señalar 
que este término rige también la ejecución en el proceso laboral, puesto que en el artículo 
100 del Decreto Ley 2158 de 1948 ha permanecido en el tiempo sin modificación alguna, 
tanto a la luz de la Constitución Política de Colombia, de la Ley 489 de 1998, de la Ley 1437 
de 2011 y del Decreto 4121 de 2011. Por ende, la interpretación de esta institución debe 
hacerse de manera actualizada, esto es, aceptando que la UGPP tiene una categoría de 
entidad pública que le permite gozar de unas prerrogativas frente a los plazos legales de 
cumplimiento de sentencias, los cuales, se reitera, no existían cuando nace el artículo 100 
y siguientes relacionados con la ejecución laboral del Decreto 2158 de 1958. Lo anterior 
lleva a sostener que las normas vigentes aplicables a LA UGPP hacen prevalecer el criterio 
orgánico como autoridad pública, dada la naturaleza de funciones administrativas que 
realiza en desarrollo de la operación de administración del régimen de prima media. Es por 
ello que la Magistrada; Dra. AURA ESTHER LAMO; frente a la decisión del Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Cali, en su Sala Laboral; que resuelve Recurso de apelación 
Contra el Auto que Libra Mandamiento de Pago, en cuanto a la negativa del Juzgado 
Séptimo Laboral el Circuito de Cali, de librar mandamiento de Pago por los Intereses de 
que trata el Art 177 del C.C.A; Salva su Voto Sustentando que: “Frente al argumento de no 
requerir la accionada tiempo alguno o trámites internos para la disposición de sus recursos, 



pudiendo disponer de ellos como lo haría un particular, debe considerarse que desde el año 
2004, los fondos del ISS se agotaron en su totalidad, los aportes de sus afiliados son 
insuficientes para el pago de las prestaciones a su cargo, la Nación le gira anualmente 
cuantiosas sumas que provienen del Presupuesto Nacional, para cubrir el faltante de donde 
emergen los recursos del ISS, para el pago de pensiones, en buena parte provienen del 
Presupuesto Nacional, y el Manejo de la “cosa Pública” es diferente al que dan lo 
particulares. El ISS al igual que las demás Entidades del Sector Publico, está sometido a 
controles Legales y a Constitucionales, respecto de la forma como se manejan sus 
recursos; provengan de donde provengan, más cuando su origen está en el Presupuesto 
Nacional”. Acorde con lo anterior, la Dra. LAMO GOMEZ, igualmente salva su voto, respecto 
a las consideraciones de la Sala, en recurso de apelación, formulado dentro del proceso 
Ejecutivo No 2010-00523 el que cual se tramitó en el Juzgado Noveno Laboral del Circuito 
de Cali, en el que el apoderado del ejecutante interpone Recurso de apelación contra el 
Auto que Libra Mandamiento de Pago, en cuanto a la negativa de Librar Orden de Pago por 
Intereses de que trata el Art 177 del C.C.A. Argumentando: “No corresponde a la realidad 
de nuestro ordenamiento Jurídico, que en los procesos adelantados ante la Jurisdicción 
Ordinaria Laboral, no sean aplicables los preceptos del Código Contencioso Administrativo; 
en particular el Art 177 del C.C.A, pues al contrario, en decisiones judiciales proferidas por 
las Altas Corporaciones, se ha sostenido que este precepto legal si es aplicable en los 
procesos que cursen ante esta Jurisdicción, por obligaciones a cargo del Estado, a través 
de sus directivas Institucionales o empresas, bien sean estas   
 
INEMBARGABILIDAD DE LOS RECURSOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL  

 
Los recursos del Presupuesto General de La Nación, del Sistema General de 
Participaciones y los destinados al Sistema de Seguridad Social Integral son 
inembargables, según lo disponen el artículo 48 de la Constitución Política, el artículo 19 
del Decreto 111 de 1996 (Estatuto Orgánico del Presupuesto), el artículo 91 de la Ley 715 
de 2001 (por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos), y el artículo 134 
de la Ley 100 de 1993, respectivamente. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 
134 de la Ley 100 de 1993 (sistema general de pensiones) -Inembargabilidad. Son 
inembargables: 1. Los recursos de los fondos de pensiones del régimen de ahorro individual 
con solidaridad. 2. Los recursos de los fondos de reparto del régimen de prima media con 
prestación definida y sus respectivas reservas. 3. Las sumas abonadas en las cuentas 
individuales de ahorro pensional del régimen de ahorro individual con solidaridad, y sus 
respectivos rendimientos. 4. Las sumas destinadas a pagar los seguros de invalidez y de 
sobrevivientes dentro del mismo régimen de ahorro individual con solidaridad. 5. Las 
pensiones y demás prestaciones que reconoce esta ley, cualquiera que sea su cuantía, 
salvo que se trate de embargos por pensiones alimenticias o créditos a favor de 
cooperativas, de conformidad con las disposiciones legales vigentes sobre la materia. 6. 
Los bonos pensionales y los recursos para el pago de los bonos y cuotas partes de bono 
de que trata la presente ley. 7. Los recursos del fondo de solidaridad pensional. De 
conformidad con lo antes expuesto, los recursos de UGPP destinados al pago de 
prestaciones económicas son inembargables. Al respecto, también el artículo 265 de la ley 
100 de 1993, dispone: “Presupuestos de las Entidades. El proyecto de presupuesto anual 
de las entidades públicas del orden nacional se presentará al Congreso de la República 
clasificado en gastos de funcionamiento e inversión de cada seguro económico. El 
presupuesto anual de las entidades públicas de seguridad social del orden nacional se 
regirá por los dispuesto en el estatuto orgánico del presupuesto, sin perjuicio de lo 
establecido en esta Ley”. La presente excepción también se fundamenta en los mandatos 
de la Ley 38 de 1989 artículo 16, en la Sentencia de Constitucionalidad C-546 de octubre 



1º de 1992 y en el artículo 192 de la Ley 1437 de 2011. La Ley 38 de 1989 señala la regla 
de inembargabilidad de los recursos de la Nación y que el pago de las sentencias a cargo 
de la misma se efectuará a través del procedimiento contenido en el Código Contencioso 
Administrativo y demás disposiciones legales concordantes, por lo que habrá que decirse 
que dicha normatividad fue sustituida por la Ley 1437 de 2011. La Sentencia C-546 de 1992 
declaró exequible el artículo 16 de Ley 38 de 1989, y consagró como única excepción a la 
inembargabilidad aludida, cuando se trata de la ejecución de obligaciones laborales y 
evidentemente no nos encontramos en un juicio laboral o de trabajo, sino relativo a la 
seguridad social y debe tenerse en cuenta que se trata de dos especialidades claramente 
diferentes. Significando con las normas antes citadas que de decretarse embargo dentro 
del presente proceso no es procedente por cuanto se trata de recursos de una entidad 
estatal en cuyo caso las sentencias deben ser pagadas mediante el procedimiento indicado 
en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. En el 
mismo sentido la Superintendencia Financiera de Colombia mediante oficio 2006048547 de 
Septiembre de 2006, solicitó la colaboración de la presidencia del Consejo Superior de la 
Judicatura en el sentido de informar a los jueces sobre la restricciones legales que recaen 
sobre los recursos de la Seguridad Social cuando se ordenen los respectivos embargos, lo 
que conllevó a la expedición de la circular 05-2006 del 18 de Septiembre de 2006, mediante 
la cual el Presidente del Consejo Superior de la Judicatura para esa época, recordaba a los 
todos los jueces laborales del País sobre la inembargabilidad de los recursos de la 
Seguridad Social según lo consagrado en el artículo 134 de la ley 100 de 1993. Es decir 
que, carece de legalidad la aplicación de estas medidas de embargo puesto que por 
disposición legal estos recursos han sido declarados inembargables. Igualmente, conforme 
lo dispuesto en el artículo 134 de la Ley 100 de 1993, las rentas y bienes de los fondos de 
pensiones, tanto del régimen de ahorro individual con solidaridad como de prima media con 
prestación definida como el administrado por LA UGPP, gozan del carácter de 
INEMBARGABILIDAD, puesto que se trata de recursos incorporados en el presupuesto 
general de la Nación. Dicha condición fue confirmada por la H. Corte Constitucional en 
sentencia C-103 de 1994. Actualmente la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 
GESTIÓN PENSIONAL Y        CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 
PROTECCIÓN SOCIAL U.G.P.P - administra el Régimen de Prima Media con Prestación 
Definida, por lo tanto, los recursos con que cuenta, son no sólo para la financiación de las 
pensiones si no para su operación administrativa, siendo así inembargables, pues además 
de la norma antes citada el Artículo 63 de la Constitución Política señala: “Artículo 63. Los 
bienes de uso público, los parques naturales, las tierras comunales de grupos étnicos, las 
tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la Nación y los demás bienes que 
determine la ley, son inalienables, imprescriptibles e inembargables” (Subrayado por fuera 
del texto original) Dentro de los bienes de la nación, claramente están comprendidos los 
dineros y recursos de las Entidades Estatales, los cuales han sido definidos como 
inembargables por la ley orgánica de presupuesto, para lo cual basta con revisar el Decreto 
111 de 1996, que en su artículo 19 prescribe: “INEMBARGABILIDAD. Son inembargables 
las rentas incorporadas en el presupuesto general de la Nación, así como los bienes y 
derechos de los órganos que lo conforman. No obstante, la anterior inembargabilidad, los 
funcionarios competentes deberán adoptar las medidas conducentes al pago de las 
sentencias en contra de los órganos respectivos, dentro de los plazos establecidos para 
ello, y respetarán en su integridad los derechos reconocidos a terceros en estas sentencias. 
Se incluyen en esta prohibición las cesiones y participaciones de que trata el capítulo 4º del 
título XII de la Constitución Política. Los funcionarios judiciales se abstendrán de decretar 
órdenes de embargo cuando no se ajusten a lo dispuesto en el presente artículo, so pena 
de mala conducta (L. 38/89, art. 16; L. 179/94, arts. 6º, 55, inc. 3º). Ahora bien, para 
determinar si las rentas y bienes de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 



GESTIÓN PENSIONAL Y        CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 
PROTECCIÓN SOCIAL U.G.P.P - hacen parte del presupuesto general de la Nación, es 
suficiente revisar la Ley 489 de 1998, como el Decreto 4121 de 2011 para darnos cuenta 
que en efecto están inmersas en dicho presupuesto. LEY 489 DE 1998: Artículo 38.- 
Integración de la rama ejecutiva del poder público en el orden nacional. La rama ejecutiva 
del poder público en el orden nacional, está integrada por los siguientes organismos y 
entidades: (…) 2. Del sector descentralizado por servicios: Los establecimientos públicos; 
Las empresas industriales y comerciales del Estado; Las superintendencias y las unidades 
administrativas especiales con personería jurídica; Las empresas sociales del Estado y las 
empresas oficiales de servicios públicos domiciliarios; Los institutos científicos y 
tecnológicos; Las sociedades públicas y las sociedades de economía mixta; Las demás 
entidades administrativas nacionales con personería jurídica que cree, organicen o autorice 
la ley para que formen parte de la rama ejecutiva del poder público. DECRETO 4121 DE 
2011: De conformidad con el Decreto 4121 de 2011, UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y        CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 
PROTECCIÓN SOCIAL U.G.P.P- es una Empresa Industrial y Comercial del Estado 
organizada como entidad financiera de carácter especial, “vinculada al Ministerio de Trabajo 
que hace parte del Sistema General de Pensiones y tiene por objeto la administración 
estatal del Régimen de Prima Media con Prestación Definida, las prestaciones especiales 
que las normas legales le asignen, y la administración del Sistema de Ahorro de Beneficios 
Económicos Periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 de 2005, en los términos que 
determine la Constitución y la Ley, en su calidad de entidad financiera de carácter especial.” 
A su turno el Decreto 4121 de 2011 en su Artículo 4° señala que el Patrimonio de la UNIDAD 
ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y        CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL U.G.P.P - “estará conformado por los 
activos que reciba para el funcionamiento y la acumulación de los traslados que se hagan 
de otras cuentas patrimoniales, las transferencias del Presupuesto General de la Nación, 
los activos que le transfiera la Nación y otras entidades públicas del orden nacional y los 
demás activos e ingresos que a cualquier título perciba.” Es claro que tratándose de 
recursos públicos y en especial de aquellos destinados al sistema de seguridad social, no 
debe prevalecer el interés particular frente al interés general, pues el Estado necesita no 
sólo de los recursos que tienen una destinación específica para satisfacer las necesidades 
sociales de los habitantes del territorio nacional, sino también de los recursos destinados 
para su administración y funcionamiento, pues estos resultan indispensables para que el 
Estado opere a fin de cumplir con sus obligaciones. Por lo anterior, la Corte Constitucional 
en Sentencia C-354 de 1997, con ponencia del Magistrado Antonio Barrera Carbonell, 
señaló: (…) “el principio de la inembargabilidad presupuestal es una garantía que es 
necesario preservar y defender, ya que ella permite proteger los recursos financieros del 
Estado, destinados por definición, en un Estado social de derecho, a satisfacer los 
requerimientos indispensables para la realización de la dignidad humana. En este sentido, 
sólo si el Estado asegura la intangibilidad judicial de sus recursos financieros, tanto del 
gasto de funcionamiento como del gasto de inversión, podrá contar con el cien por ciento 
de su capacidad económica para lograr sus fines esenciales. La embargabilidad 
indiscriminada de toda suerte de acreedores, nacionales y extranjeros, expondría el 
funcionamiento mismo del Estado a una parálisis total, so pretexto de la satisfacción de un 
cobro judicial de un acreedor particular y quirografario. Tal hipótesis es inaceptable a la luz 
de la Constitución de 1991, pues sería tanto como hacer prevalecer el interés particular 
sobre el interés general, con desconocimiento del artículo primero y del preámbulo de la 
Carta.” De esta manera, solicito respetuosamente NO practicar medidas cautelares en el 
presente caso o en su efecto si existieran las mismas, ORDENAR su levantamiento, puesto 
que las mismas no pueden usarse para el cumplimiento de una sentencia judicial ni mucho 



menos para garantizar el pago de costas judiciales. 
 
COBRO DE LO NO DEBIDO 
 
En el presente asunto se ejecuta una obligación inexistente, lo anterior teniendo en cuenta 
que desde el año 2018, exactamente en junio de 2018, se pagó la obligación que se impuso 
a través del proceso de nulidad y restablecimiento del derecho que se tramitó en este 
despacho en el asunto antes identificado. Al existir un pago anterior a la presentación del 
proceso ejecutivo, queda sin sustento el ejecutante, toda vez que el título de recaudo fue 
satisfecho y no hay lugar a ejecutar los montos allí reconocidos. 

 
DECLARATORIA DE OTRAS EXCEPCIONES  

 
Pido que, si halla probados hechos que constituyen una excepción, los reconozca de 
manera oficiosa en la sentencia, así como también si encuentra probada una excepción 
que conduzca a rechazar todas o algunas pretensiones de la demanda, se abstenga de 
examinar las restantes de acuerdo a lo estatuido en el artículo 306 del C. P. C. por reenvío 
que se impone en el artículo 145 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. 
Desde ahora me reservo la facultad de ampliar y proponer nuevas excepciones en la 
audiencia especial que se fije con el fin de resolver las ya propuestas, así como para solicitar 
pruebas en respaldo de las mismas. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO Y DE DEFENSA DE LA ENTIDAD  

 
Teniendo en cuenta que la demanda Ejecutiva versa sobre los descuentos por aportes no 
efectuados, se debe indicar que en el artículo tercero de la resolución No RDP 3856 del 02 
de febrero de 2018 se ordenó el Descuento de las mesadas atrasadas a las que tiene 
derecho el señor ARAOS PERALTA DARIO, la suma de TREINTA Y UN MILLONES 
CIENTO SESENTA Y CINCO MIL TRESCIENTOS CUATRO pesos ($ 31,165,304.00 m/cte) 
por concepto de aportes para pensión de factores de salario no efectuados, por lo que se 
debe indicar que el Honorable Consejo de Estado en sentencia de Unificación señaló frente 
a los mismos: Ello a su turno implica, como quedó dilucidado en párrafos anteriores, que 
en la búsqueda de la financiación de esta obligación pensional, la Nación - Rama Judicial, 
de no haber realizado los aportes que le correspondían en calidad de empleador debe, 
dentro del marco de los máximos posibles, transferir los fondos necesarios para financiar 
dicha obligación, y a la accionante le corresponde instaurar el respectivo incidente de 
regulación y depuración de aportes, que permita definir el valor que le hace falta completar, 
para obtener el pago del monto pensional al que tiene derecho; valores todos que deben 
actualizarse con las fórmulas financieras actuariales aplicadas por esta Jurisdicción y cuya 
procedimiento de determinación, debe adelantarse con plena observancia del debido 
proceso. • Por lo tanto, resulta necesario poner en conocimiento del despacho el originen 

de los cobros y el por qué esto no constituye vulneración de derechos fundamentales: ✓ La 

Comisión Intersectorial del régimen de Prima media fue creada por el decreto 2380 de 2012 
con el objetivo de “lograr la unificación de criterios de interpretación normativa entre las 
entidades que regulan y administran dicho Régimen. Esta unificación tiene el objetivo de 
permitir a las entidades administradoras, a las responsables del reconocimiento de los 
derechos pensionales y del pago de las prestaciones económicas, lograr mayor eficiencia 
en el proceso de reconocimiento de las prestaciones del Sistema General de Pensiones, 
que llevará a darse un beneficio para los ciudadanos, al mismo tiempo que a la 

consolidación de estrategias de defensa jurídica. ✓ Esta Comisión Intersectorial estará 

integrada por: los Ministerios del Trabajo o su delegado, de Hacienda y Crédito Público o 



su delegado; El Ministro de Salud y Protección Social o su delegado; El Director General 
de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales 
de la Protección Social –UGPP– o su delegado y El Presidente de la Administradora 
Colombiana de Pensiones –Colpensiones– o su de legado. También será un invitado 
permanente de esta Comisión al Director General de la Agencia Nacional de Defensa 

Jurídica del Estado.” ✓ A raíz de tales funciones, la Comisión y bajo cierto marco normativo 

(Artículo 99 del Decreto 1848 de 1969. Artículo 1 de la Ley 62 de 1985. Artículos 15, 18 de 
la Ley 100 de 1993. Artículo 3 del Decreto 510 de 2003. Artículo 48 de la Constitución 
Política Nacional, modificado por el Acto Legislativo 01 de 2005, que estableció el criterio 
de sostenibilidad financiera del Sistema General de Pensiones.) y jurisprudencial, desarrollo 
una ponencia que gira en torno al tema de la viabilidad de “realizar el cobro de aportes 
pensionales por factores insolutos, (que no hicieron parte del IBC en su momento) o sobre 
las diferencias de aportes entre lo cotizado y lo que efectivamente debió cotizar, cuando 
exista una reliquidación por vía judicial o conciliatoria, teniendo en cuenta que debe existir 
una correlación entre IBC e IBL” concluyendo además la porción en la debe realizarse el 

cobro tanto al empleados como trabajador (pensionado). ✓ Colofón de lo anterior, se llevó 

al análisis de jurisprudencias tales como la proferida por el Consejo de Estado, Sala de lo 
Contencioso Administrativo, Sección Segunda – Subsección “A”, en la que fue Consejero 
Ponente: GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN, Bogotá D.C., cinco (5) de junio de 
dos mil catorce (2014). Radicación No: 25000-23-25-000-2012- 00190-01 (0628-2013), que 
a la letra dice: “En el caso bajo estudio, el a quo consideró que a la actora le asiste el 
derecho a la reliquidación pensional, pero ordenando descontar los correspondientes 
aportes al sistema de seguridad pensional, si no se hubiera hecho.” “No discute la Sala que 
la doctrina de esta Corporación, señala que “procede el descuento de los aportes 
correspondientes a los factores cuya inclusión se ordena y sobre los cuales no se haya 
efectuado la deducción legal”. Lo anterior, en tanto la omisión por parte de la administración 
no impide el reconocimiento de los mencionados conceptos para efectos pensionales, pues 
aquellos pueden ser descontados por la entidad cuando se haga el reconocimiento 
prestacional. No obstante, es necesario hacer la siguiente precisión, con base en anteriores 
pronunciamientos que en este sentido ha realizado ésta Subsección:” “El Acto Legislativo 
No. 01 de 2005, que modifica el artículo 48 de la Carta Política, dentro de las vías que 
introdujo para mantener la sostenibilidad financiera del sistema pensional, señaló que “Para 
la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los factores sobre los cuales cada 
persona hubiere efectuado las cotizaciones”. “Por ello, siendo consecuentes con el anterior 
propósito y teniendo en cuenta que eventualmente, en casos como el sub examine, los 
aportes sobre la totalidad de los factores que legalmente constituyen factor salarial para 
efectos pensionales, no se realizaron durante la vida laboral de la actora desde el momento 
de su causación, para esta Sala resulta necesario que los valores a retener y/ o deducir, de 
aquellos sobre los que no se cotizó y que se tendrán en cuenta para reliquidar la pensión 
de la accionante, sean actualizados a valor presente a través del ejercicio que realice un 
actuario, de suerte que se tenga una cifra real de lo que le corresponde sufragar al 
empleador y a la actora (pudiendo repetir contra el primero para obtener su pago y 
determinando el valor a descontar de la pensión del segundo), de lo contrario se trataría de 
sumas depreciadas, que en vez de coadyuvar a la sostenibilidad fiscal en materia pensional, 
ahondarían la problemática.” “Ahora bien, en lo que concierne a la deuda a cargo de la parte 
actora, la entidad demandada procederá a realizar los descuentos sobre el valor del 
retroactivo producto del reconocimiento del mayor valor derivado de la reliquidación 
pensional con la inclusión de los nuevos factores; y si con ello no se satisficiera la totalidad 
de la deuda que a la demandante le corresponde, se efectuarán una serie de descuentos 
mensuales, iguales, hasta completar el capital adeudado.” “Los mencionados descuentos 
deberán ser acordes con las circunstancias y condiciones económicas de la demandante, 



dada la cuantía de su pensión; esto a efectos de no causar traumatismo a su ingreso y en 
consecuencia, a su manutención y la de quienes de ella dependan económicamente.” “En 
su parte resolutiva la misma sentencia expresa:” “(…)” “ADICIÓNESE la sentencia indicada 
en el inciso anterior, en el sentido de señalar que la orden de reliquidación proferida por el 
a quo, estará condicionada a la elaboración, por parte de la entidad demandada, de una 
fórmula actuarial cuya proyección permita tanto el cumplimiento del imperativo consagrado 
en el Acto Legislativo No. 01 de 2005, que modificó el artículo 48 de la Constitución Política, 
como la efectividad del derecho reclamado por la demandante en términos razonables, de 
conformidad con las pautas expuestas en la parte motiva de esta sentencia.” Así las cosas, 
el valor cobrado por concepto de aportes pensionales no efectuados correspondientes al 
trabajador, se estableció de manera correcta, encontrándose el mismo ajustado a derecho, 
razón por la cual no es procedente modificar el artículo segundo de la resolución No RDP 

3856 del 02 de febrero de 2018 frente a la liquidación de aportes efectuada. ✓ Por tanto, la 

cifra señalada mediante la Resolución RDP 3856 del 02 de febrero de 2018 no resulta ser 
desproporcionada, pues con ella se busca: 1. Asegurar el cumplimiento del principio 
constitucional de la sostenibilidad financiera del Sistema General de Pensiones, con base 
en pronunciamientos del Consejo de Estado y de la Corte Constitucional. 2. Garantizar en 

debida forma la financiación de la pensión objeto de reliquidación. ✓ También, resulta lógico 

indexar la cifra, pues de lo contrario, hacer los recobros de lo que dejó de pagarse a la fecha 
en que debió hacerse la respectiva cotización o en el valor que correspondía para la fecha, 
no permitiría mantener el poder adquisitivo de las pensiones, por lo que es indispensable 
hacer la actualización de acuerdo con el comportamiento de la cotización de pensión, tal 

como fue ordenado además por el fallo objeto de cumplimiento. ✓ Además, con ocasión del 

fallo se incluyeron factores sobre los cuales no se cotizó, tales como Prima de Navidad, 
Prima Especial de Riesgo, Prima de Servicios y Prima de Vacaciones entre otros, por tanto, 
la liquidación debe realizarse frente a esos factores salariales insolutos o sobre los cuales 

se realizó aportes en menor valor del que se debía hacer. ✓ En el fallo objeto de 

cumplimiento se ordenó el descuento de los mismos, tal como se evidencia en la RDP 3856 

del 02 de febrero de 2018. ✓ Es importante manifestar al despacho que para determinar los 

factores salariales sobre los cuales se efectúan aportes y cuáles son los no cotizados, no 
es estrictamente necesario que la entidad nominadora los certifique, pues por orden legal, 
estos se encuentran debidamente determinados, si se tiene en cuenta lo dispuesto por el 
artículo 1 de la Ley 62 de 1985 que modificó el artículo 3 de la Ley 33 de 1985 y que indica: 
“…Artículo 1°. Todos los empleados oficiales de una entidad afiliada a cualquier Caja de 
Previsión, deben pagar los aportes que prevean las normas de dicha Caja, ya sea que su 
remuneración se impute presupuestalmente como funcionamiento o como inversión. Para 
los efectos previstos en el inciso anterior, la base de liquidación para los aportes 
proporcionales a la remuneración del empleado oficial, estará constituida por los siguientes 
factores, cuando se trate de empleados del orden nacional: asignación básica, gastos de 
representación; primas de antigüedad, técnica, ascensional y de capacitación; dominicales 
y feriados; horas extras; bonificación por servicios prestados; y trabajo suplementario o 
realizado en jornada nocturna o en día de descanso obligatorio. En todo caso, las pensiones 
de los empleados oficiales de cualquier orden, siempre se liquidarán sobre los mismos 

factores que hayan servido de base para calcular los aportes…”. Negrilla fuera de texto ✓ 

Posteriormente, el Artículo 17 de la Ley 100 de 1993 dispuso: 
 
"OBLIGATORIEDAD DE LAS COTIZACIONES. Durante la vigencia de la relación laboral y 
del contrato de prestación de servicios, deberán efectuarse cotizaciones obligatorias a los 
regímenes del sistema general de pensiones por parte de los afiliados, los empleadores y 
contratistas con base en el salario o ingresos por prestación de servicios que aquellos 



devenguen. La obligación de cotizar cesa al momento en que el afiliado reúna los requisitos 
para acceder a la pensión mínima de vejez, o cuando el afiliado se pensione por invalidez 

o anticipadamente…". ✓ Por su parte el Decreto 1158 de 1994 en su artículo 1 menciona 

la base de cotización al Sistema General de Pensiones de los servidores públicos. "Art. 1.- 
El artículo 6º del Decreto 691 de 1994 quedará así: Base de Cotización. El salario mensual 
base para calcular las cotizaciones al Sistema General de los servidores públicos 
incorporados al mismo, estará constituido por los siguientes factores: a. La asignación 
básica mensual b. Los gastos de representación c. La prima de técnica. Cuando sea factor 
de salario d. Las primas de antigüedad ascensional y de capacitación cuando sean factor 
de salario e. La remuneración por trabajo dominical o festivo f. La remuneración por trabajo 
suplementario o de horas extras o realizado en jornada nocturna g. La bonificación por 
servicios prestados" Quiere decir lo anterior, que dichos factores son a los que 
efectivamente se les hace descuentos y se cotizan al sistema general de seguridad social 
en pensiones, los que se encuentren fuera de éste listado taxativo no son cotizados y debe 
efectuarse la respectiva liquidación de dichos descuentos, teniendo en cuenta por un lado 
el porcentaje legal sobre el cual se cotiza y por otro, que las entidades nominadoras 
efectivamente realizan los descuentos en cumplimiento a la normatividad, aspectos que 
permiten la aplicación de la fórmula antes señalada. Grave afectación a la sostenibilidad 
financiera del sistema pensional De acuerdo a los preceptos constitucionales, el Estado 
como garante de la sostenibilidad financiera debe realizar las acciones necesarias que le 
permitan salvaguardar los intereses del Estado y sus nacionales, es por ello que la Unidad 
Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la 
Protección Social –UGPP como entidad pública encargada misionalmente de administrar la 
nómina de pensionados de fondos o cajas administradoras de pensiones que están en 
liquidación o ya liquidadas, debe velar porque la sostenibilidad se mantenga, coligiéndose 
con esto, la toma de medidas que se han señalado jurisprudencialmente así como por la 
Comisión Intersectorial del Régimen de Prima Media: Frente a la sostenibilidad del sistema 
la Honorable Corte Constitucional en sentencia C-258 de 2013, se pronunció así: 
“Finalmente, es importante resaltar que la sostenibilidad financiera del Sistema General de 
Pensiones fue una preocupación transversal a la reforma. Ella motivó la unificación de las 
reglas y la eliminación de beneficios desproporcionados. El establecimiento expreso de que 
el Estado debe garantizar la sostenibilidad financiera del sistema pensional y de que las 
leyes futuras deben guiarse por este criterio, además buscó prevenir la práctica de creación 
de beneficios pensionales desproporcionados con cargo a los aportes de las generaciones 
venideras. Ese criterio –del que ya se venía hablando desde antes de la reforma 
constitucional-, en conjunto con principios constitucionales de la seguridad social como la 
universalidad y la solidaridad, ha entendido la Corte, justifica importantes medidas tales 
como la obligatoriedad de la afiliación al Sistema General de Pensiones, la limitación 
temporal del régimen de transición y la posibilidad de variar algunas de las reglas aplicables 
a sus beneficiarios, y el establecimiento de requisitos estrictos para el retorno al régimen 
de prima media en el caso de personas próximas a reunir los requisitos para pensionarse. 
Además, esta Corporación ha resaltado recientemente que en virtud de este criterio y de 
los principios que rigen la seguridad social, es necesario no permitir la continuidad de 
interpretaciones del régimen de transición que den lugar a ventajas pensionales 
desproporcionadas.” Dicho precedente jurisprudencial corroborando su línea, cita la 
Sentencia T-353 de 2012, de la Sala Séptima de Revisión de la Corte, la cual reza: “Tal 
disposición lleva a replantear la forma como se han aplicado algunos regímenes, 
especialmente los que aún se encuentran vigentes en virtud del régimen de transición, y a 
cuestionar los factores que en reiteradas ocasiones se han tenido en cuenta para liquidar 
pensiones cuyos montos exceden el límite establecido por el constituyente.” (Subrayas y 
negrillas fuera de texto) Así mismo la sentencia C-895 de 2009 dispone: “De esta manera, 



sólo será posible diseñar un sistema que sea potencialmente viable en términos 
económicos, si se garantiza como mínimo que los recursos de la seguridad social tendrán 
ese único destino, evitando un desfinanciamiento para asumir otro tipo de obligaciones o 
prestaciones a cargo del Estado.” De conformidad con lo anterior, no será procedente que 
la parte accionante, pretenda a través de esta vía que se ordene a la UGPP implicar la 
resolución que ordenó el cobro de los aportes no efectuados, por no estar de acuerdo con 
los mismos, pues como se indicó, están soportados en una sentencia del Consejo de Estado 
y el principio de la sostenibilidad, que busca que no se cause un grave perjuicio a la 
sostenibilidad del sistema financiero y al Sistema General de Seguridad Social. En 
sentencia del: CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN B Consejera ponente: SANDRA LISSET IBARRA 
VÉLEZ Bogotá D.C., once (11) de abril de dos mil diecinueve (2019). Radicación número: 
25000-23-42-000-2015-05551-01(0589-18) Los aportes pensionales, en cuanto constituyen 
capital indispensable para la consolidación y financiación de la prestación, y estar ligados 
de manera indisoluble con el estatus de pensionado, no pueden estar sometidos a 
prescripción, precisó un fallo reciente de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia1 
. En este sentido, agregó, tanto las omisiones como las falencias en el pago de aportes al 
sistema de pensiones pueden ser reclamadas por el interesado en cualquier tiempo, incluso 
después de reconocido el derecho. Precisó la Corte Suprema que, tratándose de aportes 
pensionales omitidos, no resulta aplicable la prescripción sobre el derecho como tal, sino 
tan solo sobre las mesadas o eventuales reajustes dejados de cobrar oportunamente; y 
sostuvo que, el acopio de aportes pensionales omitidos por el empleador, sea cual sea la 
razón, a través del cálculo actuarial, está ligado de forma lógica a la construcción del 
derecho pensional y a su financiación, por lo que no están sometidos al fenómeno de la 
prescripción. Concretó la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, que 
la procedencia de los 1 Sentencia SL738-2018, Rad. 33330, proferida el 14 de marzo de 
2018 por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, M.P. Dr. Rigoberto 
Echeverri Bueno. reclamos sobre los aportes a pensión no prescriben, es decir, que tanto 
las omisiones como las falencias en el pago de aportes al sistema de pensiones pueden 
ser reclamadas por el interesado en cualquier tiempo, incluso después de reconocido el 
derecho, teniendo en cuenta que la obligación se hace exigible al momento en el que se 
reconoce la pensión de vejez o de jubilación, que por tratarse de aportes pensionales que 
componen el capital imprescindible para la consolidación y financiación de la prestación 
pensional, están atados de manera indisoluble con el estatus de pensionado, que no 
permiten ser subyugados al fenómeno de la prescripción. Dijo la Corte: (…) la Corte 
considera prudente precisar su doctrina, en cuanto a que, por tratarse de aportes 
pensionales, que constituyen capital indispensable para la consolidación y financiación de 
la prestación y, como consecuencia, están ligados de manera indisoluble con el estatus de 
pensionado, no pueden estar sometidos a prescripción. Así se consideró en la sentencia 
CSJ SL, 8 may. 2012, rad. 38266, que se refirió a la imprescriptibilidad de cálculos 
actuariales necesarios para financiar la pensión, o en la sentencia CSJ SL, 9 ag. 2006, rad. 
27198, relacionada con la imprescriptibilidad de los bonos pensionales.» En toda caso y 
teniendo en cuenta que aparentemente existe un error en el titulo judicial, al no determinar 
dicho descuento de manera clara, expresa y exigible, en la defensa debemos argumentar 
los requisitos sustanciales del título ejecutivo, por lo que se advierte que el actor acusa de 
irregular las deducciones por concepto de aportes a pensión efectuadas por la UGPP sobre 
dineros objeto del pago de la sentencia y pretende mediante la acción ejecutiva reclamar la 
suma objeto de deducción considerando que el pago no fue completo. Así las cosas, es 
claro que los hechos y pruebas que soportan la presente demanda sugieren la existencia 
de un debate sobre la legalidad o procedencia de la actuación de la UGPP en relación con 
las deducciones referidas y como consecuencia la probabilidad del surgimiento de la 



obligación de devolver o cancelar las sumas deducidas. Es decir, la obligación pretendida 
en la demanda corresponde a un derecho incierto y por tanto no podría afirmarse además 
que la ACCIÓN EJECUTIVA no es el medio de control idóneo para obtener el 
reconocimiento del derecho pretendido por la parte acá ejecutante. Así las cosas, al carecer 
la demanda de un documento donde conste de manera Clara y Expresa la existencia de la 
obligación de pago a cargo de la UGPP por las sumas pretendidas, nos encontramos frente 
a la INEXISTENCIA DE TITULO EJECUTIVO y en consecuencia no se dan los 
presupuestos exigidos por el artículo 422 del CGP para reclamar ejecutivamente las 
mismas. Teniendo en cuenta lo anterior que se debe dar aplicación al artículo 297 del 
CPACA, en el cual se enlista los documentos que para los efectos de ese código y de la 
Jurisdicción Contenciosa Administrativa constituyen Título Ejecutivo, haciendo relación 
entre ellos a algunos elementos formales. "(…) Artículo 297. Título Ejecutivo. Para los 
efectos de este Código, constituyen título ejecutivo: 1. Las sentencias debidamente 
ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, mediante las 
cuales se condene a una entidad pública al pago de sumas dinerarias. (...)" Por su parte, el 
artículo 422 del Código General del Proceso, establece las obligaciones que pueden 
demandarse ejecutivamente, extrayéndose de su contenido la definición de título ejecutivo 
y los requisitos que deben contener los títulos ejecutivos: "(…) Artículo 422. Título ejecutivo. 
Pueden demandarse ejecutivamente las obligaciones expresas, claras y exigibles que 
consten en documentos que provengan del deudor o de su causante, y constituyan plena 
prueba contra él, o las que emanen de una sentencia de condena proferida por juez o 
tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra providencia judicial, o de las providencias que 
en procesos de policía aprueben liquidación de costas o señalen honorarios de auxiliares 
de la justicia, y los demás documentos que señale la ley. La confesión hecha en el curso 
de un proceso no constituye título ejecutivo, pero sí la que conste en el interrogatorio 
previsto en el artículo 184. (...).". En consecuencia, los requisitos formales y materiales del 
título ejecutivo están definidos en el art. 422 del C. de G.P, de donde se deriva que: 1°) Que 
debe existir un documento que provenga del deudor o de su causante y constituyan plena 
prueba contra él o una Sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier 
jurisdicción u otra Providencia Judicial que tenga fuerza ejecutiva conforme a la ley; 2°.) 
Que dicho documento o sentencia debe contener una Obligación Clara, Expresa y Exigible. 
En relación con el punto segundo, la constancia de una Obligación Clara, Expresa y 
Exigible, los doctores ALFONSO PINEDA RODRÍGUEZ e HILDEBRANDO LEAL LOPEZ, 
en su obra "EL TITULO EJECUTIVO Y LOS PROCESOS EJECUTIVOS", páginas 91, 92 y 
93, definen estos elementos de la siguiente manera: "(…) IV. QUE LA OBLIGACIÓN 
CONTENIDA EN EL DOCUMENTO SEA CLARA. La obligación es clara cuando es 
indubitable, o sea, que aparezca de tal forma que a la primera lectura del documento se 
vea nítida, fuera de toda oscuridad o confusión En consecuencia, cuando se indica que la 
obligación debe ser clara, tal afirmación alude fundamentalmente a tres aspectos 
característicos; 1. Que la obligación sea inteligible, para dar a entender que el documento 
que la contiene debe estar redactado lógico y racionalmente. 2. Que la obligación sea 
explícita, característica que indica una correlación entre lo expresado, lo consignado en el 
respectivo documento con el verdadero significado de la obligación. 3. Que la obligación 
sea exacta, precisa, pues con el documento se quiere dar a entender que el objeto de la 
obligación y de los sujetos que en su elaboración intervienen, se encuentran bien 
determinados, valga decir, la exactitud y precisión se predican tanto del contenido de la 
obligación como de las personas que hacen parte de su emisión. 4. Que haya certeza en 
relación con el plazo de la cuantía o tipo de obligación, o que ésta se pueda deducir con 
facilidad. V- QUE LA OBLIGACIÓN SEA EXPRESA. ... En este sentido la obligación tendrá 
que aparecer delimitada en el documento, pues solo lo que se expresa en tal documento 
es lo que constituye motivo de obligación, de ejecución. La obligación expresa se 



contrapone a la obligación implícita, las cuales no prestan mérito ejecutivo, precisamente 
por faltarle el carácter de expresividad, porque no se declara ni manifiesta directamente el 
contenido y alcance de una obligación VI- QUE LA OBLIGACIÓN SEA EXIGIBLE. La 
obligación es exigible cuando puede cobrarse, solicitarse o demandar su cumplimiento del 
deudor. "La exigibilidad consiste en que no haya condición suspensiva plazos pendientes 
que hagan eventuales o suspendan sus efectos, pues en tal caso sería prematuro solicitar 
su cumplimiento. La exigibilidad debe existir el momento en que se introduce la demanda. 
(…)" En el presente caso, toda vez que el ejecutante a través de la demanda ejecutiva 
reclama el pago de intereses y que el mismo fue cancelado en su totalidad, la demanda 
carece de un documento donde conste de manera Clara y Expresa la existencia de la 
obligación de pago a cargo de la UGPP por las sumas pretendidas, por lo que nos 
encontramos frente a la INEXISTENCIA DE TITULO EJECUTIVO y en consecuencia no se 
dan los presupuestos exigidos por el artículo 422 del CGP para reclamar ejecutivamente 
las mismas, siendo del caso solicitar se revoque el AUTO POR EL CUAL SE LIBRA 
MANDAMIENTO DE PAGO teniendo en cuenta las presentes consideraciones, y en 
cumplimiento de lo señalado por el Honorable Consejo de Estado. 
   
 
NORMAS JURÍDICAS Y JURISPRUDENCIALES QUE SUSTENTAN LA  DEFENSA 
 
Invoco como fundamento de derecho el artículo 48 y 63 de la Constitución Política, el 
artículo 82, 100, 306, 307, 430 y 442 del C.G.P, articulo 1530 y 2383 del Código Civil, 
articulo 41 y 108 del Código del Procedimiento Laboral, artículo 19 del Decreto 111 de 
1996, articulo 91 de la Ley 715 de 2001, y el artículo 134 de la Ley 100 de 1993, el 
Articulo 192 y 299 del C.P.A.C.A. Decreto 01 de 1984, Ley 1437 de 2011, parágrafo 37 de 
la Ley 1769 de 2015. Circular No. 22 del 08 abril de 2010 de la Procuraduría General de 
la Nación, Circular 2012IE42061 del 13 de julio de 2012 de la Contraloría General de la 
Republica. 

 
SOLICITUD 
 
Con base en los argumentos expuestos solicito a su honorable despacho: 

 
1. EXCLUYASE del mandamiento de pago a la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y        CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL U.G.P.P, por no ser exigible su 
obligación a la fecha. 

2. EXCLUYASE del mandamiento de pago a la UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y        CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL U.G.P.P, por haber operado 
las causales de exoneración expuestas en las excepciones de mérito propuestas. 

 
Subsidiarias: 
 

3. SUSPENDASE la orden de ejecución hasta que la primera entidad llamada a 
cumplir efectivamente efectúe todas las obligaciones a su cargo, para que así mi 
representada adelante las actuaciones administrativas necesarias para el 
cumplimiento de la sentencia. 

4. SUSPENDASE la orden de ejecución hasta superada y cumplida la obligación 
principal y por el término adicional de 30 días posteriores al cumplimiento del otro 
sujeto procesal obligado. 



 
PRUEBAS 

Solicito tener en cuenta las pruebas del proceso ordinario o sentencia judicial del proceso 
ordinario que dio origen a la presente demanda ejecutiva. 
 

 
ANEXO 

1. Sustitución de poder y copia de la escritura pública 
 
 

NORMAS JURÍDICAS Y JURISPRUDENCIA QUE SUSTENTA LA 
DEFENSA 

 Constitución Política. 
 Ley 100 de 1993 
 Ley 719 de 1994 
 Sentencia T518 de 1995 de la Corte Constitucional: 

NOTIFICACIONES  
 
 

LA DEMANDANTE en la dirección aportada al proceso. 
 

 El demandante y su apoderado en las direcciones que obran en la demanda 

Mí representado en la Av. Carrera 68 13-37 Bogotá, dirección electrónica: 
notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co    
 
El suscrito apoderado judicial en la Secretaria de su Despacho y a los correos electrónicos   
utpensionestache@gmail.com   
celular 3244102162 

 
 
Atentamente, 
 

 
CARLOS ALFONSO TACHE RODRIGUEZ 
CC. No. 72.336.4333 de Barranquilla 
T.P. No. 292.122 del Consejo Superior de la Judicatura 
Abogado Externo UGPP – Regional Bogotá 
Adscrito a la firma UNION TEMPORAL DEFENSA PENSIONES 
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Señor:                                                                                                                      
16 ADMINISTRATIVO DE LA SECCIÓN SEGUNDA DE BOGOTÁ 
E.S.D. 
 
 
REF: PROCESO ORDINARIO LABORAL CON CUMPLIMIENTO DE SENTENCIA 
DEMANDANTE: DARIO ARAOS PERALTA  
DEMANDADO: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y        
CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL U.G.P.P 
RADICACIÓN: 11001333501620180049700 
 
MARCELA PATRICIA CEBALLOS OSORIO, mayor, residenciada y domiciliada en Bogotá, 
identificada con cédula de ciudadanía No. 1075227003, portadora de la tarjeta profesional No. 214.303 
del Consejo Superior de la Judicatura, obrando en este proceso como apoderada de la UNIDAD DE 
GESTION PENSIONAL Y PARAFISCAL, comedidamente manifiesto a usted que sustituyo el poder 
conferido, a favor del abogado CARLOS ALFONSO TACHE RODRIGUEZ, identificado con la cédula 
de ciudadanía No. 72.336.433 expedida en Barranquilla y portadora de la Tarjeta Profesional No. 
292.122 del Consejo Superior de la Judicatura, para que continúe la representación de la UNIDAD DE 
GESTION PENSIONAL Y PARAFISCAL dentro del proceso del asunto.  
 
Esa sustitución la efectúo teniendo en cuenta las facultades a mí conferidas en el poder inicial y la 
sustitución se concede con las mismas facultades a mí otorgadas. 
  
Sírvase señor Juez, reconocerle personería en los términos y para los fines aquí señalados.  
 
 

 
 
 
MARCELA PATRICIA CEBALLOS OSORIO  
CC. No. 1075227003,  
T.P. No. 214.303 del Consejo Superior de la Judicatura  
 
 

 
 
Acepto, CARLOS ALFONSO TACHE RODRIGUEZ  
CC. No. 72.336.4333 de Barranquilla  

T.P. No. 292.122 del Consejo Superior de la Judicatura 

 
U.T PENSIONES 
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